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de veinte (20) días, siendo las ocho de la mañana (8:00 a. m.) del día de hoy, 28 de agosto de 
2006. Expídanse copias del mismo para su publicación en el Diario Oficial y demás.

la	secretaria,
Martha Zambrano Pinto.

Imprenta Nacional de Colombia. Recibo 20604520. 15-IX-2006. Valor $26.000.

El Juzgado Promiscuo de Familia de Girardota,
en	el	proceso	de	jurisdicción	voluntaria	sobre	muerte	presunta	por	desaparecimiento	del	

señor Julio Enrique Henao Lopera, promovido por la señora Luz Mery Henao Cardona,
EMPLAZA:

Al mencionado desaparecido, señor Julio Enrique Henao Lopera y previene a quienes tengan 
noticias de él, para que las comunique a este Juzgado.

Según la demanda, el señor Henao Lopera contrajo matrimonio con la señora Blanca Inés 
Cardona por el rito católico el 11 de abril de 1959 en el municipio de Copacabana y procrearon 
siete hijos: Oscar Luis, Francisco Javier, Adriana María, Blanca Cecilia, Luz Mery, Julio César y 
Nelson Adolfo Henao Cardona. El Emplazado tuvo su domicilio y asiento principal de sus negocios 
en el municipio de Copacabana, hasta el día 15 de mayo de 2004, cuando partió hacia el municipio 
de Santafé de Antioquia a dar una serenata, sin que se haya vuelto a tener noticias de él.

Vencido el emplazamiento se le designará un curador ad lítem al emplazado.
Este edicto se fijará durante veinte (20) días en un lugar visible de la Secretaría y se publicará 

durante el mismo lapso por una sola vez en la radiodifusora local, y en los periódicos El Tiempo,	
que se edita en la Capital de la República y El Colombiano,	que	tiene	amplia	circulación	en	esta	
localidad,	e	igualmente,	tres	veces	en	el	Diario Oficial,	debiendo	correr	más	de	cuatro	meses,	
entre dos de ellas (artículo 318 C.P.C.), modificado por el numeral 147 del artículo 1º del Decreto 
2282 de 1989, 656, regla primera, literal b) y 657, regla segunda, en armonía con el artículo 97 
del C.C., regla segunda.

Girardota, 23 de agosto de 2006.
la	secretaria,

Araminta Correa Bedoya.
Radicado 05 308 31 84 001 2006 0209 00
Imprenta Nacional de Colombia. Recibo Banco Davivienda 0104059. 18-IX-2006. Valor 

$26.000.

El Juzgado Diecisiete de Familia de Bogotá, D. C.,
AvisA:

Que dentro del proceso de interdicción judicial instaurado por Gustavo Mendoza Reina y 
María Laura Diazgranados, siendo interdicta Laura Catalina Mendoza Diazgranados, se dictó 
sentencia que en su parte introductiva y resolutiva dice:

“Juzgado Diecisiete de Familia, Bogotá, D. C., mayo diecinueve (19) de dos mil cinco 
(2005).

Rituada en debida forma la presente instancia procede el despacho a fallar de fondo este 
asunto, reunidas las exigencias para ello y no onservándose causal de nulidad que invalide lo 
actuado.

Resuelve:
Primero. Declarar en interdicción judicial definitiva a Laura Catalina Mendoza Diazgranados, 

nacida el día 24 de julio de 1986.
Segundo. Declarar la prórroga indefinida del estado de sujeción a la potestad parental de la 

interdicta Laura Catalina Mendoza Diazgranados.
Tercero. Declarar que Gustavo Mendoza Reina y María Laura Diazgranados, en su condición 

de padres de la interdicta Laura Catalina Mendoza Diazgranados, tienen representación de esta 
y por ende, la administración de sus bienes.

Cuarto. Ordenar inscribir esta providencia en el registro civil de nacimiento de la interdicta 
Laura Catalina Mendoza Diazgranados. Ofíciese.

Quinto. Notificar esta designación de conformidad con lo establecido en el numeral e) del 
artículo 659 num. 7 del C. de P. C., cumpliendo las publicaciones a que haya lugar en la forma 
indicada en la parte motiva de esta providencia.

Sexto. Notifíquese esta sentencia a la agente del Ministerio Público, como al Defensor de 
Familia.

Séptimo. Consultar esta sentencia en la Sala de Familia del Tribunal Superior de Bogotá, D. 
C., en caso que no sea apelada. Ofíciese.

notifíquese,
(Fdo.) La Juez,

Marlenne Aranda Castillo.
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA

“Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, D. C., Sala de Familia, Bogotá, 	
D. C., octubre tres de dos mil cinco.

Procede el Tribunal a decidir la consulta ordenada por el Juzgado Diecisiete (17) de Familia 
de Bogotá, D. C., para su sentencia de fecha diecinueve (19) de mayo de dos mil cinco (2005), 
proferida en el proceso de la referencia.

Resuelve:
1. Confirmar la sentencia proferida el diecinueve (19) de mayo de dos mil cinco (2005) 

por el Juzgado Diecisiete de Familia de Bogotá, D. C., en el proceso de interdicción de Laura 
Catalina Mendoza Diazgranados.

2. Ordenar remitir el proceso al Juzgado de origen.
notifíquese,
Los Magistrados (Fdo.) Martha Lucía Núñez de Salamanca, Jaime Humberto Araque Gon-

zález, Carlos Alejo Barrera Arias.
se	expide	copia	del	presente	aviso	para	su	publicación	en	el	Diario Oficial de la Nación y en 

cualquiera	de	los	siguientes	diarios:	El Tiempo	o	El Espectador,	que	son	de	amplia	circulación	
nacional.

El presente aviso se fija en un lugar visible de la Secretaría del Juzgado, siendo las ocho de 
la mañana (8:00 a. m.), de hoy diez (10) de mayo de dos mil seis (2006).

el	secretario,
Luis César Sastoque Romero.

Imprenta Nacional de Colombia. Recibo 20604547. 18-IX-2006. Valor $26.000.

La suscrita Secretaria del Juzgado Once de Familia de Bogotá, D. C.,
AvisA:

Al público en general, que en este Juzgado ha cursado el proceso de interdicción por demencia 
de Giovanni José Manuel Martínez Correa, dentro del cual se dictó sentencia el día dos (2) de 
diciembre de dos mil cinco (2005), con la cual se decretó la interdicción definitiva judicial por 
causa de demencia de Giovanni José Manuel Martínez Correa, sentencia proferida por el Juzgado 
y confirmada por el honorable Tribunal Superior el veintinueve (29) de marzo de 2006.

Para los efectos legales pertinentes, se fija el presente aviso en la Secretaría del Juzgado y 
se	publicará	en	el	Diario Oficial y en un periódico de amplia circulación nacional por lo menos 
una vez. Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el numeral 7 del artículo 659 del C.P.C., se 
fija el presente aviso en un lugar público y visible de la cartelera de la Secretaría del Juzgado, a 
partir de las ocho (8:00 a. m.) de la mañana de hoy cinco (5) de mayo de 2006.

la	secretaria,
Blanca Elidia Vargas Silva.

Imprenta Nacional de Colombia. Recibo 20604538.  18-IX-2006. Valor $26.000.

PODER PÚBLIcO – RAmA LEGISLATIvA 

LEY 1093 DE 2006
(septiembre 18)

por la cual se crean los literales e) y f) y un parágrafo del numeral 2 del artículo 5º  
de la Ley 909 de 2004.

el	congreso	de	colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Adicionar dos literales al numeral 2 del artículo 5° de la 
Ley 909 de 2004, así:

e) Los empleos que cumplan funciones de asesoría en las Mesas Di-
rectivas de las Asambleas Departamentales y de los Concejos Distritales 
y Municipales;

f) Los empleos cuyo ejercicio impliquen especial confianza que ten-
gan	asignadas	funciones	de	asesoría	institucional,	que	estén	adscritos	a	

las oficinas de los secretarios de despacho, de los Directores de Depar-
tamento	Administrativo,	 de	 los	 gerentes,	 tanto	 en	 los	 departamentos,	
distritos especiales, Distrito Capital y distritos y municipios de categoría 
especial y primera.

Parágrafo transitorio. La Comisión Nacional del Servicio Civil podrá 
hacer las modificaciones necesarias a la Convocatoria 001 de 2005 con 
base en la presente ley.

Artículo 2°. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga 
las disposiciones que le sean contrarias.
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La Presidenta del honorable Senado de la República,
Dilian Francisca Toro Torres.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Alfredo Ape Cuello Baute.

El Secretario de la honorable Cámara de Representantes,
Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 18 de septiembre de 2006.

ÁlvARo	uRiBe	vÉleZ
El Ministro del Interior y de Justicia,

Carlos Holguín Sardi.
El Director del Departamento Administrativo de la Función Pública,

Fernando Grillo Rubiano.

PRESIDENcIA DE LA REpÚBLIcA

Decretos

DECRETO NUMERO 3183 DE 2006
(septiembre 18)

por el cual se delegan unas funciones constitucionales.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades que le confiere el 

artículo 196 de la Constitución Política, y
consideRAndo:

Que el Presidente de la República se trasladará entre los días 19 y 21 de septiembre del 
presente año, a la ciudad de New York (Estados Unidos de Norteamérica), con el fin de asistir 
a la Asamblea General de las Naciones Unidas;

Que de conformidad con las disposiciones constitucionales y con la precedencia estableci-
da en las leyes, el Ministro del Interior y de Justicia, está habilitado para ejercer las funciones 
constitucionales como Ministro Delegatario,

DECRETA:
Artículo 1°. Por el tiempo que dure la ausencia del Presidente de la República, en razón 

del viaje a que se refieren los considerandos del presente Decreto, deléganse en el Ministro del 
Interior y de Justicia, doctor Carlos Holguín Sardi, las funciones legales y las correspondientes 
a	las	siguientes	atribuciones	constitucionales:

1. Artículos 129; 189, con excepción de lo previsto en los numerales 1 y 2, 303, 304 y 314.
2. Artículo 150, numeral 10, en cuanto se refiere al ejercicio de las facultades extraordinarias 

concedidas al Presidente de la República.
3. Artículos 163, 165 y 166.
4. Artículos 200 y 201.
5. Artículos 213, 214 y 215.
Artículo 2°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su expedición.
Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 18 de septiembre de 2006.

ÁlvARo	uRiBe	vÉleZ

MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTIcIA

Decretos

DECRETO NUMERO 3230 DE 2006
(septiembre 18)

por el cual se revoca el Decreto 1459 del 10 de mayo de 2005.
El Presidente de la República de Colombia, en uso de las facultades conferidas por los artí-

culos 172 de la Ley 734 de 2002 y 69 del Código Contencioso Administrativo, y
consideRAndo:

Que el Gobierno Nacional mediante Decreto 1459 del 10 de mayo de 2005 impuso al señor 
Luis Eduardo Correa Valbuena, identificado con la cédula de ciudadanía número 6756818 de 
Tunja, en su calidad de Gobernador (E.) del departamento del Casanare, la sanción de multa 
de quince (15) días del salario básico que devengaba para la época de los hechos, equivalente 
a un millón trescientos dieciséis mil ochocientos ochenta pesos ($1.316.880), en cumplimiento 
de lo dispuesto por el Procurador Delegado para la Economía y la Hacienda Pública, en fallo 
de primera instancia del 7 de julio de 2004, proferido dentro de la investigación disciplinaria 
número 028-57363/00, modificado por la Sala Disciplinaria de la Procuraduría General de la 
Nación, según providencia del 28 de octubre de 2004;

Que la Sala Disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación, mediante providencia 
del 2 de marzo de 2006, aprobada por Acta de Sala número 14, resolvió la petición presentada 
por el señor Correa Valbuena de revocar directamente la sanción disciplinaria impuesta dentro 
del proceso N° 028- 57363/00, decidiendo terminar el proceso disciplinario en relación con 
el comportamiento atribuido al señor Luis Eduardo Correa Valbuena toda vez que la acción 
disciplinaria no se podía proseguir y en consecuencia ordenó el archivo de las diligencias en lo 
referente al disciplinado;

Que en cumplimiento de la anterior providencia, el señor Rodrigo García Castaño, Coor-
dinador de la Unidad Administrativa para la Contratación Estatal, mediante escrito del 25 de 
junio de 2006, solicitó la revocatoria del acto administrativo por el cual se dio cumplimiento a 
la ejecución del fallo del 28 de octubre de 2004, proferido por la Sala Disciplinaria de la Pro-
curaduría General de la Nación;

Que en virtud de lo expuesto, se hace necesario revocar el artículo segundo del Decreto 
1459 del 10 de mayo de 2005,

DECRETA:
Artículo 1º. Revocar el artículo segundo del Decreto número 1459 del 10 de mayo de 2005, en 

cuanto impuso al señor Luis Eduardo Correa Valbuena, identificado con la cédula de ciudadanía 
número 6756818 de Tunja, en su calidad de Gobernador (E.) del Departamento del Casanare, la 
sanción de multa de 15 días de salario básico devengado para la época de los hechos dentro del 
expediente disciplinario N° 028-57363/2001.

Artículo 2º. El presente decreto rige a partir de la fecha de su expedición.
Comuníquese, publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 18 de septiembre de 2006.

ÁlvARo	uRiBe	vÉleZ
El Ministro del Interior y de Justicia,

Carlos Holguín Sardi.

DECRETO NUMERO 3239 DE 2006
(septiembre 18)

por el cual se prorroga la vigencia del Decreto 3639 del 12 de octubre de 2005,  
por la cual se crea la Comisión Intersectorial para la promoción de la oralidad  

en el Régimen de Familia, Civil y Agrario.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus atribuciones constitucionales 

y legales, en especial las conferidas por el artículo 189 numeral 11 de la Constitución Política,
consideRAndo:

Que la Comisión Intersectorial para la promoción de la Oralidad en el Régimen de Familia, 
Civil y Agrario, fue creada mediante Decreto número 3639 del 12 de octubre de 2005, con una 
duración hasta el 7 de agosto de 2006, con el fin de coordinar, orientar y recomendar las normas, 
medidas y herramientas necesarias para poner en práctica la oralidad en esta área de la jurisdicción 
ordinaria, en todo el territorio nacional;

Que la Comisión Intersectorial para la promoción de la oralidad en el Régimen de Familia, 
Civil y Agrario, durante su vigencia, formuló importantes recomendaciones tendientes a promover 
la oralidad en la jurisdicción ordinaria, regímenes de familia, civil y agrario;

Que	dada	la	importancia	de	las	recomendaciones	formuladas	por	la	comisión	lntersectorial	
para la promoción de la oralidad en el Régimen de Familia, Civil y Agrario, es necesario prorrogar 
la vigencia de la misma, teniendo en cuenta que debe hacerse seguimiento al cumplimiento e im-
plementación	de	los	planteamientos	propuestos	por	los	expertos	que	integraron	la	comisión,

DECRETA:
Artículo 1°. Prorróguese el término de duración de la Comisión Intersectorial para la pro-

moción de la oralidad en el Régimen de Familia, Civil y Agrario, creada mediante Decreto 3639 
de 2005, hasta el día 7 de agosto de 2007.

Artículo 2°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su expedición.
Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 18 de septiembre de 2006.

ÁlvARo	uRiBe	vÉleZ
El Ministro del Interior y de Justicia,

Carlos Holguín Sardi.

DECRETO NUMERO 3240 DE 2006
(septiembre 18)

por el cual se prorroga la vigencia del Decreto 1098 del 12 de abril de 2005,  
por la cual se crea la Comisión lntersectorial para la efectividad del principio  
de la Oralidad en el Régimen Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus atribuciones constitucionales 
y legales, en especial las conferidas por el artículo 189 numeral 11 de la Constitución Política,

consideRAndo:
Que la Comisión Intersectorial para la efectividad del Principio de la Oralidad en el Régimen 

Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, fue creada mediante Decreto número 1098 de 2005, 
con una duración hasta el 30 de julio de 2005, con el fin de coordinar, orientar y recomendar las 
normas, medidas y herramientas necesarias para poner en práctica el principio de oralidad en el 
Régimen Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social en todo el territorio nacional;

Que	el	término	de	duración	de	la	comisión	intersectorial	para	la	efectividad	de	la	oralidad	
en el Régimen Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social fue prorrogado mediante Decreto 
número 3640 del 12 de octubre de 2005, hasta el día 7 de agosto de 2006;

Que la Comisión Intersectorial para la efectividad del Principio de la Oralidad en el Régimen 
Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, durante su vigencia, formuló importantes reco-
mendaciones tendientes a promover la Oralidad en el Sistema Laboral y de Seguridad Social;

Que	dada	la	importancia	de	las	recomendaciones	formuladas	por	la	comisión	intersectorial	
para la efectividad del Principio de la Oralidad en el Régimen Procesal del Trabajo y de la 
seguridad	social,	es	necesario	prorrogar	la	vigencia	de	la	misma,	teniendo	en	cuenta	que	debe	


